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 3171 RESOLUCIÓN de 13 de febrero de 2008, de la 
Presidencia de la Comisión Nacional de la 
Competencia, por la que se crea la Oficina de 
Registro General en la Comisión Nacional de la 
Competencia.

El Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo, por el que 
se regula la presentación de solicitudes, escritos y 
comunicaciones ante la Administración General del 
Estado, la expedición de copias de documentos y devo-
lución de originales y el régimen de las oficinas de 
registro, contempla en su artículo 12 la existencia de 
una oficina única de registro general para cada órgano 
administrativo.

Asimismo, el artículo 11 del citado Real Decreto esta-
blece que la creación, modificación o supresión de las ofi-
cinas de registro de los Organismos Públicos se efectuará 
de conformidad con lo que dispongan sus normas regula-
doras, siendo en este caso de aplicación la Ley 15/2007, 
de 3 de julio, de Defensa de la Competencia.

En cumplimiento de todo ello, la presente Resolución 
procede a crear la Oficina de Registro General en la Comi-
sión Nacional de la Competencia, de manera que en ella 
puedan llevarse a cabo las funciones registrales previstas 
en el Real Decreto 772/1999. De esta forma, los ciudada-
nos podrán presentar escritos o comunicaciones directa-
mente en la actual sede de la Comisión Nacional de la 
Competencia.

En su virtud, resuelvo:

Primero. Creación de la Oficina de Registro Gene-
ral.–Se crea la Oficina de Registro General de la Comisión 
Nacional de la Competencia.

Segundo. Dependencia.–La oficina prevista en el 
apartado anterior dependerá del órgano que determine el 
futuro Estatuto que regula el Organismo y, hasta tanto, de 
la Secretaría del Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia.

Tercero. Funciones.–Esta oficina desarrollará las fun-
ciones contempladas en el Real Decreto 772/1999, de 7 de 
mayo, por el que se regula la presentación de solicitudes, 
escritos y comunicaciones ante la Administración General 
del Estado, la expedición de copias de documentos y devo-
lución de originales y el régimen de las oficinas de registro, 
modificado por el Real Decreto 209/2003, de 21 de febrero, 
por el que se regulan los registros y notificaciones tele-
máticos, así como la utilización de medios telemáticos 
para la sustitución de la aportación de certificados por los 
ciudadanos.

Cuarto. Días y horario de apertura.–La Oficina de 
Registro de la Comisión Nacional de la Competencia 
permanecerá abierta, de lunes a viernes, de nueve a 
catorce horas y de lunes a jueves, de dieciséis a diecio-
cho horas.

Quinto. Facultades de desarrollo y ejecución.–Se 
faculta al órgano que determine el futuro Estatuto que 
regula el Organismo y, hasta tanto, a la Secretaría del 
Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, para 
adoptar, dentro del ámbito de sus competencias, las 
medidas que resulten necesarias para el desarrollo y eje-
cución de la presente Resolución.

Sexto. Entrada en vigor.–La presente Resolución 
entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 13 de febrero de 2008.–El Presidente de la 
Comisión Nacional de la Competencia, Luis Berenguer 
Fuster. 

MINISTERIO DE TRABAJO 
Y ASUNTOS SOCIALES

 3172 ORDEN TAS/408/2008, de 18 de febrero, por la 
que se crea el registro electrónico del Ministerio 
de Trabajo y Asuntos Sociales y se regula el ser-
vicio de notificaciones electrónicas, estable-
ciéndose los requisitos generales para su apli-
cación a determinados procedimientos.

La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, a través de su artículo 45, insta a 
las Administraciones Públicas a impulsar la incorporación 
de técnicas electrónicas informáticas y telemáticas en el 
desarrollo de su actividad y en ejercicio de sus competen-
cias. En igual sentido, la reforma introducida por la Ley 
24/2001, de 27 de diciembre, de medidas Fiscales, Adminis-
trativas y del Orden Social, tuvo como finalidad potenciar 
el uso de medios electrónicos, informáticos y telemáticos 
por la Administración, a través de su artículo 68, que modi-
ficó, de una parte, el artículo 38 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, para habilitar la creación de registros telemáti-
cos que facilitaran e impulsaran las comunicaciones tele-
máticas entre las Administraciones Públicas y los ciudada-
nos y, de otra, el artículo 59 de esa ley, a fin de proporcionar 
la necesaria cobertura legal al régimen jurídico de las noti-
ficaciones practicadas por medios telemáticos.

Las previsiones de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, fueron desarrolladas por el Real Decreto 263/1996, de 
16 de febrero, por el que se regula la utilización de técni-
cas electrónicas, informáticas y telemáticas por la Admi-
nistración General de Estado, y por el Real Decreto 
772/1999, de 7 de mayo, por el que se regula la presenta-
ción de solicitudes, escritos y comunicaciones ante la 
Administración General del Estado, la expedición de 
copias y documentos y devolución de originales y el régi-
men de las oficinas de registro. Posteriormente, el Real 
Decreto 209/2003, de 21 de febrero, por el que se regulan 
los registros y las notificaciones telemáticas, así como la 
utilización de medios telemáticos para la sustitución de la 
aportación de certificados por los ciudadanos, introdujo 
dos nuevos capítulos completos sobre notificaciones y 
certificados en el Real Decreto 263/1996, de 16 de febrero 
y un capítulo sobre registros telemáticos en el Real 
Decreto 772/1999, de 7 de mayo.

La Orden PRE/1551/2003, de 10 de junio, por la que se 
desarrolla la disposición final primera del Real Decreto 
209/2003, de 21 de febrero, establece los requisitos de 
autenticidad, integridad, disponibilidad y confidencialidad 
de los dispositivos y aplicaciones de registro y notificación.

Como continuación a este impulso por conseguir una 
Administración electrónica y permitir el acceso a las 
Administraciones Públicas electrónicamente, la Ley 
11/2007, de 22 de junio, para el acceso electrónico de los 
ciudadanos a las Administraciones Públicas se justifica en 
la creación de un marco jurídico que facilite la utilización 
de medios electrónicos, reconociéndolo como un derecho 
de los ciudadanos y como una obligación de las Adminis-
traciones de dotarse de los medios y sistemas electróni-
cos para que este derecho pueda ejercerse, derogando 
expresamente el apartado 9 del artículo 38 y los apartados 
2, 3 y 4 del artículo 45 así como el apartado 3 del artículo 
59 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

El Real Decreto 1600/2004, de 2 de julio, por el que se 
desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales, establece la organización 
general del departamento, así como las competencias y 
funciones que tiene conferidas.


